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    Hacia 1880 la economía mexicana empezó a salir del prolongado letargo en el que se había sumido desde la guerra de independencia hasta la década de 1870. Durante ese periodo la economía experimentó etapas de crisis aguda, como en la década de 1810, y otras de recuperación, como parece haber ocurrido en parte de las décadas de 1830 y 1840, cuyo saldo final fue muy modesto: al comenzar la década de 1870 apenas se había alcanzado el nivel de producción minera característico de la fase colonial tardía, y los otros indicadores disponibles —aunque poco fiables—, como los del PIB y el comercio exterior, habían aumentado en tan breve medida entre 1820 y 1870, que sugieren una recuperación muy lenta o altibajos dentro de un margen de variación muy restringido. En suma, es probable que se vivieran largos periodos de estancamiento con episodios de crisis y otros de recuperación moderada.


    Desde la década de 1870, la mayor estabilidad política, el avance de los cambios institucionales y el aumento en la presencia estatal propiciaron cierta reactivación económica, que, si bien por lo general se concentró en las actividades tradicionales, se vio fortalecida por la conclusión del ferrocarril de Veracruz en 1873 y por la derrama de algunas inversiones de empresas mineras estadounidenses en el norte de México a fines de ese decenio. En el noreste, desde los años de la Guerra de Secesión en Estados Unidos la actividad comercial y el intercambio fronterizo habían generado grandes fortunas que luego se invirtieron en la adquisición de tierras y hatos ganaderos, en la minería y en el establecimiento de industrias, de donde emergerían algunos de los grupos empresariales más exitosos en la historia del país. En el altiplano central, aquellas condiciones estimularon la producción fabril de textiles y tabaco, que se desenvolvía junto a una extendida actividad artesanal en estos y otros rubros, como la fabricación de calzado y artículos de piel, la molienda de trigo, etcétera. Al mismo tiempo, el aumento de la demanda externa de productos primarios derivado del crecimiento de las economías avanzadas incentivó las exportaciones que por el momento podía proveer la economía mexicana: las de plata, por supuesto, que en buena medida servían para equilibrar una balanza comercial deficitaria, y las de algunos artículos agropecuarios y forestales, como vainilla, pieles y cueros, maderas preciosas, tintes naturales y henequén, cuyo cultivo empezaba a extenderse en la península de Yucatán.


    Estos signos de revitalización no anunciaban, sin embargo, cambios relevantes en el nivel, la estructura o la localización de la actividad económica. La inmensa mayoría de la población habitaba en el medio rural y se dedicaba a la agricultura, y una parte considerable se encontraba vinculada por lazos tradicionales a las comunidades y los pueblos, o atada por coacciones extraeconómicas a las haciendas. Con frecuencia, estas unidades productivas se relacionaban sólo esporádicamente con la economía de mercado, aunque ello variaba de acuerdo con las características de cada región, el estado de las comunicaciones y el tipo de productos que se cultivaba. Así, por ejemplo, las haciendas cerealeras del Bajío, las azucareras del estado de Morelos o las pulqueras de Hidalgo, que abastecían de alimentos al importante mercado de la capital, poseían una vinculación mucho más intensa y permanente con el mercado que las haciendas y ranchos de los estados del norte o que las comunidades del sur. Estas últimas, no obstante, mantenían circuitos de comercio indígena en pequeña escala que alcanzaban desde los estados de Oaxaca y Chiapas hasta Guatemala. En cualquier caso, los bajos salarios y el hecho de que una parte de ellos se pagara en especie restringían la capacidad de compra de la población rural, es decir, la profundidad del mercado. Por su parte, la falta de medios de transporte estrechaba sus dimensiones y alcance geográfico, y mantenía el territorio nacional en un estado de severa fragmentación, y a muchas zonas dentro de él, en condiciones de completo aislamiento.


    La recuperación económica se aceleró a partir de la década de 1880, en virtud del ingreso de la inversión extranjera en gran escala, del inicio de la construcción ferroviaria y de la progresiva inserción de México en la economía mundial a través de un modelo de crecimiento impulsado por las exportaciones, que estuvo vigente hasta la Gran Depresión de 1929. Un conjunto de factores externos hizo posible este curso de eventos. Entre ellos cabe mencionar la reducción en los costos del transporte marítimo, el crecimiento económico de las grandes potencias y el predominio del patrón oro, fenómenos que propiciaron una mayor integración de los mercados externos y potenciaron la demanda internacional de alimentos y materias primas, abriendo una ventana de oportunidad que varios países latinoamericanos —entre ellos México— supieron aprovechar. En el caso de México, el éxito del crecimiento exportador creó las condiciones para iniciar un proceso de modernización económica e industrialización, que se intensificó hacia mediados de la década de 1890 mediante cambios estructurales que continuarían en las cinco o seis décadas siguientes hasta completar el tránsito al crecimiento económico moderno.


    En México, la fase de apertura económica e integración en el mercado internacional anterior a la revolución suele ser identificada en la literatura con el largo régimen de Porfirio Díaz, quien gobernó entre 1877 y 1880 y luego desde 1884 a mediados de 1911. Se observará, sin embargo, que el inicio del periodo que se abarca y las primeras medidas claras de apertura y liberalización económica tuvieron lugar durante el cuatrienio en el que Díaz no estuvo en la presidencia (1880-1884), pero en el cual ciertamente prevaleció la situación de relativa paz y estabilidad política inaugurada desde su llegada al poder. Ello sugiere que el Porfiriato fue, en efecto, una etapa favorable a la apertura económica y al crecimiento, pero que sus logros —tanto como sus limitaciones— deben atribuirse, más que a la persona, al proyecto de desarrollo nacional que esa generación compartió y llevó a la práctica, y que se inspiraba en alguna vertiente del liberalismo económico, por ese entonces en boga en muchos países de América y Europa. Ello no significa restar mérito a la obra económica del equipo encabezado por Porfirio Díaz, sino relativizar y contextualizar su papel en un marco más amplio. En un sentido similar, es preciso relativizar la especificidad que al caso de México impone, en el contexto latinoamericano e internacional, la Revolución Mexicana. Si bien es cierto que, en el terreno sociopolítico, este movimiento representó una ruptura radical respecto al periodo precedente, en el ámbito económico algunas señales de rompimiento con el orden anterior (como la destrucción de la hacienda y la abolición del peonaje por deudas) fueron matizadas en el corto plazo por la continuidad en el modelo de crecimiento, la cual emparentó a México con el resto de América Latina.


    Este capítulo se ocupa del periodo caracterizado por un modelo de crecimiento exportador (1880-1929), dentro del cual tuvieron lugar las primeras fases de la transición al crecimiento económico moderno (un proceso de cambios estructurales profundos cuya temporalidad podría enmarcarse en forma tentativa entre los años 1890 y 1950). Sin pretender delimitar periodos estancos, es posible delinear de manera laxa el timing de la transformación que experimentó la economía mexicana durante los años que abarca el capítulo. La década de 1880 marca sin duda el arranque de la modernización económica, bajo el signo de la inversión extranjera y la construcción de ferrocarriles, que a su vez hicieron posible el resurgimiento del sector minero y el inicio del auge exportador. Los primeros años del siguiente decenio fueron testigos de una grave crisis económica, tras la cual sobrevino, entre 1893 y 1907, la fase más prolongada de expansión económica de todo el periodo, que se caracterizó «simultáneamente» por la consolidación del modelo exportador y el arranque de la industrialización. Tras 15 años de rápido crecimiento acompañado de cambios estructurales, la economía fue golpeada en 1907 por una nueva crisis económica internacional, de la cual se recuperó para seguir creciendo, en forma más moderada, hasta 1912, cuando empezó a ser afectada de diversas formas por un fenómeno político-social de vastos alcances: la Revolución Mexicana. Para lo que nos concierne en este capítulo, la guerra civil afectó a las finanzas y al crédito público, y sacudió profundamente las reglas del juego económico que habían permitido construir un marco de confianza y estabilidad propicio a la inversión. Asimismo, provocó graves daños en el funcionamiento del sistema circulatorio de la economía (transporte ferroviario, sistema monetario), lo que ocasionó una grave fragmentación de los mercados, obstaculizó el abasto (tanto de bienes de consumo como de producción) y por esas vías incidió negativamente sobre la actividad productiva, particularmente la que se orientaba al mercado interno. Si bien el sector exportador recibió el estímulo extraordinario de la I Guerra Mundial y, por lo general, siguió funcionando durante los años de la contienda interna, el estado de guerra limitó al máximo la reinversión de utilidades y las nuevas inversiones, fomentando en cambio la fuga de recursos y la dilapidación de las ganancias que permanecían dentro del país, con efectos negativos sobre el crecimiento. En virtud de que la planta física no fue seriamente dañada por la guerra civil y de que la demanda externa fue pujante hasta el final del decenio, México experimentó una reactivación económica relativamente rápida, que sin embargo encontró dificultades para sostenerse debido a los cambios en las condiciones internas y de la economía internacional, estos últimos puestos en evidencia con la grave crisis económica que, desde fuera, golpeó a México en 1921. Las pérdidas demográficas y de capital humano provocadas por la revolución reforzaron ese resultado. De esta manera, la década de 1920 constituyó un esfuerzo mucho menos exitoso por retomar el proceso de crecimiento dentro del mismo patrón, cuyo eje tendía a desplazarse del sector exportador a la industria. La crisis de 1929 puso punto final al crecimiento sustentado en las exportaciones, y forzó a la economía mexicana a completar el cambio de modelo económico, mediante el desarrollo de la industria y el fortalecimiento del mercado interno. Los apartados que siguen se estructuran a partir de esta periodización.


     


     


    Los años ochenta


     


    El periodo se inicia con algunos eventos decisivos para la historia económica de México. En 1880 se otorgaron las concesiones a empresas de capital estadounidense (aunque legalmente mexicanas) para construir las principales líneas troncales de lo que sería el sistema ferroviario nacional. Un año más tarde se fundó la segunda y más importante institución bancaria nacional (la primera, con alcances y funciones más limitados, se había establecido en 1864), el Banco Nacional Mexicano, que en 1884 se convertiría en el Banco Nacional de México (Banamex). Estas dos instituciones marcaron formalmente el reingreso de México en el mercado internacional de capitales, el inicio del programa de expansión ferroviaria y el nacimiento del sistema financiero, y, pese a que todo ello tuvo lugar con un visible rezago en comparación con otros países latinoamericanos, representó un salto hacia delante respecto a la trayectoria anterior. Al mismo tiempo que los ferrocarriles abrían nuevos territorios a la inversión productiva, sobre todo en minería y tierras, el gobierno se esforzaba por mejorar las instalaciones portuarias y multiplicar las conexiones marítimas con el exterior, mediante la firma de contratos con empresas de navegación que empezaban a incluir los principales puertos mexicanos en sus derroteros desde Europa o Estados Unidos.


    Los ferrocarriles se construyeron sobre la base de la inversión extranjera, aunque hubo algunas excepciones de líneas construidas con recursos nacionales (las más importantes fueron los ferrocarriles de Yucatán y el Ferrocarril de Hidalgo y del Nordeste) y probablemente alguna participación de inversionistas mexicanos mediante la adquisición de bonos de las grandes empresas. El programa de expansión ferroviaria, elemento crucial de la estrategia de modernización, fue resultado del esfuerzo realizado por el gobierno federal, que negoció con las empresas de capital extranjero (primero estadounidense y posteriormente británico y belga) las condiciones de su participación y las apoyó con subsidios en efectivo o en bonos de la deuda y con algunas exenciones fiscales. Ello revela varios aspectos de interés. Significa, por un lado, que las antiguas tensiones entre el gobierno federal y los estados habían empezado a resolverse a favor del primero, que por esta razón iba adquiriendo competencias crecientes (plasmadas en la «federalización» —nombre con el que se designaba la centralización administrativa— de los asuntos relacionados con las comunicaciones y transportes, pero también con minas y aguas). En segundo lugar, y en parte por la misma razón, significa que el gobierno estaba superando la penuria fiscal en que había sobrevivido hasta entonces. Finalmente, revela su disposición para reorientar una parte significativa de sus ingresos, antes comprometidos en el gasto corriente de la administración, al gasto de inversión en la dotación de infraestructura. Estos tres rasgos novedosos habrían de acentuarse en las siguientes décadas, de manera que la gestión económica del Estado se caracterizó cada vez más por la centralización de facultades, el fortalecimiento de las finanzas y el énfasis en el gasto económico.


    En el corto plazo, el nuevo programa de inversión ejerció una presión considerable sobre las finanzas públicas, desencadenando una recesión financiera y forzando al gobierno a adoptar una doble estrategia: por un lado, restablecer su crédito externo (cuestión que se estudia en el capítulo «México en el mundo»), reorganizando su deuda y reanudando su pago; por el otro, emprender cambios en las políticas fiscales, con el fin de diversificar sus fuentes de ingresos. A la larga, la estrategia rindió frutos considerables. En términos de la estructura fiscal, el cambio se basó en el desarrollo de un impuesto interior: el derecho del timbre, que se amplió progresivamente hasta aplicarse prácticamente a todas las operaciones de compraventa de mercancías, fianzas y contratos. Este impuesto permitía extender la base gravable sin elevar las contribuciones, y su recaudación era fácil y económica, pero tenía la desventaja de ser un impuesto indirecto, que es regresivo por cuanto afecta más a los que menos tienen. Gracias a redefiniciones sucesivas (las más importantes en 1885 y 1893), el impuesto del timbre llegó a ser la principal fuente de ingresos de procedencia interna para el erario federal. Ello significó un cambio sustancial en la composición de sus ingresos: a medida que éstos aumentaban (pasaron de 16 millones de pesos en 1870 a 111 millones en 1910), la aportación de los derechos aduanales disminuyó del 62 por ciento hacia 1870 al 45 por ciento en el decenio de 1900, mientras que la del impuesto del timbre aumentó del 13 por ciento en los años tempranos al 40 por ciento en 1900, aunque cayó al 30 por ciento en 1910. En términos absolutos, éste pasó de 2 millones de pesos en 1870-1871 a 25 millones en 1900-1901 y a 32,7 millones en 1910-1911. Una segunda fuente importante de ingresos en este periodo fueron las rentas patrimoniales derivadas de la venta y arrendamiento de tierras públicas, que arrojaron 117 millones de pesos en 30 años, y que se utilizaron para pagar la deuda pública. Otros ingresos provenían de la contribución federal pagadera por estados y municipios (que pasó del 25 por ciento al 30 por ciento de sus ingresos entre 1893 y 1903, y se redujo al 20 por ciento en 1907), el predial y otras contribuciones vigentes en el Distrito Federal y los territorios, y servicios como correos y puertos.


    El resultado más palpable del esfuerzo gubernamental fue la conformación de un sistema ferroviario de alcance prácticamente nacional (ver Mapa 1), cuya columna vertebral se conformó entre 1880 y 1892: dos grandes líneas conectaron la capital del país con la frontera estadounidense (en Ciudad Juárez, FCM, y Laredo, FNM), mientras que una tercera (FI) atravesó, de norte a sur y luego de este a oeste, una amplia porción del espacio norteño, arrancando en Piedras Negras para desembocar en la ciudad de Durango, capital de ese estado. También en el norte se tendió una línea de Monterrey a Tampico, en el Golfo de México (FMG). Otra línea troncal (FIO) buscó conectar los dos océanos, aunque por lo pronto proveyó de una segunda ruta entre la ciudad de México y el puerto de Veracruz —competidora del Ferrocarril Mexicano (FM, inaugurado en 1873), que imponía las tarifas más altas de todo el país—. Una más conectó la ciudad de México con Puebla y Oaxaca (FMS). Entre los ramales que se desprendieron de las grandes troncales, varios eran de considerable importancia, pues atravesaban transversalmente partes del territorio, aumentando la penetración del trazo original. Uno de esos ramales se extendió desde Aguascalientes hasta Tampico (FCMr), en el Golfo de México, y otro se orientó hacia el Pacífico, donde desembocó en Manzanillo (FCMr) muchos años después. Algunos proyectos más se desarrollaron fuera de los ejes centrales. En Sonora se tendió una línea (FS) entre la frontera (en Nogales) y el puerto de Guaymas, que en dos episodios sucesivos (1905-1912 y 1924-1927) se prolongaría hacia el sur y hacia el interior hasta alcanzar la ciudad de Guadalajara (FSP); en Yucatán se constituyó, con capital nacional y gracias a los excedentes de la producción henequenera, una red regional que llegó a tener cerca de 900 kilómetros de extensión (FUY). Finalmente, en la primera década del siglo XX se concluyeron dos líneas que comunicarían el extremo sur del país: el Ferrocarril de Tehuantepec (FT), atravesando el istmo del mismo nombre, y el Ferrocarril Panamericano (FP), para tocar la frontera con Guatemala. En 1910, este sistema alcanzó una extensión de casi 20.000 kilómetros, y rebasó esa cifra en 1927.
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